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3.3 Original y copia con el carácter de auténtica
o fotocopia compulsada de los Estatutos debida-
mente legalizados.

3.4 Certificación en la que conste la identificación
de los directivos de la entidad, miembros de su
Patronato u órgano directivo, así como la fecha de su
nombramiento y modo de elección. En esta certifi-
cación deberá acreditarse la presentación de dichos
datos en el Registro administrativo correspondiente.

En el caso de que la entidad se halle exenta de
la obligación de presentar declaración a efectos
tributarios o no esté obligada a darse de alta en la
Seguridad Social, deberá presentar declaración res-
ponsable de el/la representante legal de la entidad
en la que conste que la misma no está obligada a
darse de alta a efectos tributarios o de Seguridad
Social.

La comprobación de la existencia de datos no
ajustados a la realidad, tanto en la solicitud como en
los Anexos o en la documentación aportada, podrá
comportar, en función de su importancia, la denega-
ción de la subvención solicitada sin perjuicio de las
responsabilidades que pudieran derivarse.

4.- Subsanación de errores: Si la solicitud no
reuniera los datos de identificación, tanto de la

subvención solicitada como de la entidad solicitante
y/o alguno de los extremos previstos en el artículo
70 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, se re-
querirá a la entidad solicitante, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 71.1 de la citada Ley, para

que, en el plazo de diez (10) días hábiles a partir de
la notificación, subsane las faltas o acompañe los
documentos preceptivos, con indicación de que, si
así no lo hiciera, se le tendrá por desistida de su
solicitud, previa resolución que deberá ser dictada
en los términos previstos en el artículo 42 del texto
normativo de mención.

Sin perjuicio de lo anterior, en cualquier momento
a lo largo del procedimiento podrá instarse a la
entidad solicitante a que cumplimente cualquier otro
requisito o trámite omitido, de acuerdo con lo previs-
to en el artículo 76 de la Ley 30/1992, en los
términos establecidos en el apartado precedente.

  Artículo 7.- Órgano de Instrucción, órgano
colegiado y órgano concedente.

1.- Órgano de Instrucción.- La instrucción del
procedimiento de concesión de las subvenciones,
conforme a lo dispuesto en el artículo 13 del
RGSCAM, corresponderá al personal responsa-
ble de la Consejería de Bienestar Social y Sani-
dad, siendo determinado el mismo en cada convo-
catoria. Dicho órgano realizará de oficio cuantas
actuaciones estime necesarias para la determina-
ción, conocimiento y comprobación de los datos
en virtud de los cuales debe formularse la propues-
ta de resolución.

2.- Órgano colegiado.-  En cumplimiento de lo
establecido en el artículo 14 del RGSCAM, a los
efectos previstos en el art. 22.1 de la LGS, el
órgano colegiado competente para la propuesta
de concesión estará compuesto, por el/la Direc-
tor/a General de Servicios Sociales, y dos em-
pleados públicos, de la Consejería de Bienestar
Social y Sanidad, actuando como Secretario un
empleado público de la misma. Todo ello, sin
perjuicio de la función última fiscalizadora que
compete a la Intervención de la Ciudad.

3.- Órgano concedente.- Será el/la Consejero/
a de Bienestar Social y Sanidad, conforme al
Decreto del Consejo de Gobierno de atribución de
competencias de 1 de febrero de 2005 (BOME
núm. 4164, de 11 de febrero), en relación con el
artículo 5 del RGSCAM, formulándose la propues-
ta de concesión, por el órgano colegiado a través
del órgano instructor.

Artículo 8.- Propuesta de resolución y reso-
lución.-

1.- Conforme a lo dispuesto en el artículo 15 del
RGSCAM y 24.4 de la LGS, el órgano instructor,
a la vista del expediente y del dictamen del órgano
colegiado, formulará la propuesta de resolución
provisional, debidamente motivada, que deberá
notificarse a los interesados en la forma que
establezcan las respectivas convocatorias, de
acuerdo con lo previsto en los artículos 58 y 59 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen
jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común,
concediéndose un plazo de diez (10) días hábiles
para presentar alegaciones. De existir éstas, el
órgano colegiado deberá, en todo caso, pronun-
ciarse sobre las mismas antes de formular la
propuesta definitiva. Se podrá prescindir de este
trámite de audiencia cuando no figuren en el


